Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General 
y Administración Versión Taquigráfica N* 1727 de 
2008 
Carpetas Nos. 2673 y 2735 de 
2008 


INMUEBLES RURALES EMPADRONADOS CON LOS Nos. 
43137 y 54422, 


Se transfieren a título gratuito del patrimonio del Estado 
al del Instituto Nacional de Colonización 
ver exposición 


ADOPCIÓN DE NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Normas 
ver exposición 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 27 de agosto de 2008 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Diego Cánepa, Diego Guadalupe 
Brenna, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


DELEGADOS 
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SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Inmuebles rurales 
empadronados con los Nos. 43.137 y 54.422, ubicados en el paraje de Aguas Dulces, 4a. Sección Judicial del 
departamento de Rocha. (Se transfieren a título gratuito del patrimonio del Estado al del Instituto Nacional de 
Colonización)". 


Este asunto fue postergado la semana pasada. 


SEÑOR ORRICO.- El señor Diputado Salsamendi había quedado en hacer las averiguaciones 
correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya en la sesión pasada hizo referencia a las averiguaciones que había hecho, 
comentando que el destino de estos inmuebles son dos padrones era la venta, y que se transferían al 
Instituto Nacional de Colonización y no lo vendía directamente el Ministerio, porque el mecanismo de 
asignación del resultado de esa venta era más complejo de realizar y requería otros trámites y 
autorizaciones legales. En consecuencia, optaron por transferir el inmueble, para que lo realice el 
Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero dejar una constancia en la versión taquigráfica, puesto que el otro día, 
cuando se conversó sobre este proyecto, algunas cosas no fueron registradas, porque fue uno de esos 
temas que, a veces, conversamos un poco más informalmente. 


Como bien estaba diciendo el señor Presidente, se trata de un proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo 
y esta es la primera Cámara en considerarlo, por el cual se transfieren una serie de padrones, a título gratuito, 
en el patrimonio del Estado, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca al Instituto Nacional de 
Colonización. Dichos padrones están ubicados en el departamento de Rocha, en el paraje de Aguas Dulces. 


Nos llamó la atención que se estuviese haciendo un traspaso de dominio al Instituto Nacional de 
Colonización de padrones que dan al mar. En la descripción del bien queda claro que hay un padrón el 

N* 54.422 con una superficie de 134 hectáreas de frente al suroeste, al océano Atlántico. Son 134 hectáreas 
sobre el mar. Yo calculo que hoy, una hectárea sobre el mar, no puede andar por debajo de los US$ 10.000; 
por lo tanto, estamos hablando de cifras de millones de dólares. 


Es más: adelantamos que nos parecía que si lo que se quería era desafectar esos padrones del dominio del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, lo razonable era que ellos se afectasen, por ejemplo, a la 
Intendencia Municipal de Rocha. ¿Para qué? Para que en un futuro se les diera el destino más apropiado para 
los cuales esos terrenos tienen un valor sustancial, porque si bien todavía hay disponibilidad, tienen la 
condición de bien finito; no hay infinita disponibilidad de primer frente sobre el mar. 


Nosotros hicimos ese planteo. Quedó en manos del Gobierno hacer una consulta con la Intendencia de 
Rocha, que no sé si se pudo formular. Se nos había explicado que la intención era el traslado al Instituto 
Nacional de Colonización para su posterior venta, de esa manera obtener recursos y con ellos comprar 
campos y ahí sí distribuirlos entre colonos. Creo que el mecanismo planteado es demasiado complicado, 
intrincado, no me ofrece garantías y no me parece que sea el más razonable. No veo que el Instituto Nacional 
de Colonización sea la unidad más apropiada para hacer una suerte de cartera de inversiones o de bienes 
inmuebles, y mucho menos con fines turísticos. Quiero traer en esta mañana un antecedente del Instituto del 
año 2006, cuando salieron a comprar 4.000 hectáreas en el departamento de Canelones, en la zona de 
Montes, por las que pagaron US$ 4:000.000 y después se dieron cuenta de que el campo estaba arrendado a 
un dólar por año la hectárea, por quince años. O sea, se comieron un garrón espectacular. ¿A ese Instituto que 
procedió de esa manera y que al Estado ya le generó una pérdida de al menos los intereses o la producción de 
los US$ 4:000.000 por quince años, le vamos a dar para que comercialice bienes únicos que están sobre la 
costa que valen no sé qué cantidad de millones de dólares? Creo que es un verdadero disparate. 


Existen otros procedimientos presupuestales; se puede arreglar de otra manera, con mayor prolijidad. Se 
puede buscar la forma de que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca lo venda, que probablemente 
tenga más condiciones para hacer frente a la transacción. De todas maneras, no es por ver en todos lados 
sombras, pero preferiría que un organismo como el Instituto Nacional de Colonización no tuviera la 
discrecionalidad sobre a quién vender un pedazo de tierra sobre el mar. No son ellos los que tienen la 
competencia ni la especialidad ni el cometido. 


Si lo que se pretende es que el Instituto Nacional de Colonización tenga más recursos para comprar más 
tierras y atender mejor la demanda de los colonos, busquemos otra forma, pero no este sistema de parche, que 
deja desprotegido al Estado en las garantías que debe tener para que el proceso de administración de los 
bienes que tiene sea lo más transparente posible. Esto es algo que no me ofrece garantías, y por eso no 
estamos de acuerdo con el proyecto. 


SEÑOR SALSAMENDI. A raíz de la discusión de la sesión pasada, efectivamente hicimos algunas 
consultas. Particularmente, como eran opiniones que nos interesaban especialmente, hablamos con los 
señores Diputados Aníbal Pereyra y José Carlos Cardoso, y ambos mostraron su absoluta conformidad 
con este planteo; así me lo manifestaron. En la zona hay otros emprendimientos de carácter turístico 
que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está desarrollando junto con la Intendencia en 
terrenos que posee; por lo tanto, se entendía en general lo entendimos así; salvo que no me haya 
enterado de alguna noticia de último momento de que el señor Diputado José Carlos Cardoso 
pertenezca a nuestra bancada, como lo estuvimos charlando extensamente, que, en principio, no se 
planteaban objeciones. 


Reitero que me interesaba particularmente la opinión de los dos legisladores del departamento en el cual está 
ubicado el inmueble. El proceso por el cual se proceda a la venta, etcétera, será el de subasta que corresponda 
en cualquiera de los casos. En efecto, en el Estado hay muchas cosas que no funcionan del todo bien; 
lamentablemente no se ha podido arreglar todo. El mecanismo por el cual el Instituto Nacional de 
Colonización procederá a la venta de este bien para luego hacer ingresar ese dinero en su patrimonio si se 
diera por parte de otro organismo, luego los mecanismos de transferencia del dinero complejizarían esta 
situación, obviamente será el que tenga que ser, no es el tema que está en discusión en este proyecto de ley. 
En esta iniciativa lo único que se propone es transferir ese inmueble al Instituto Nacional de Colonización 
para que éste pueda proceder a su venta a los efectos de la realización de sus fines. Eso es lo que 
efectivamente está planteado en este caso. De nuestra parte, nos parece imprescindible que esta simple 
transferencia a título gratuito al Instituto Nacional de Colonización se realice en función de las necesidades 
que el propio Instituto tiene, sobre las cuales no nos vamos a expedir muy largamente. 


Reitero, a partir de la inquietud planteada en la sesión pasada, particularmente por parte del señor Diputado 
Alonso, hicimos las consultas del caso al Ministerio y con los legisladores del departamento de que se trata, y 
nos parece por lo menos, de nuestra parte que estamos en condiciones de aprobar este proyecto. Se trata de 
una iniciativa muy sencilla y, obviamente, como lo ha planteado el señor Diputado Alonso, se pueden tener 
diversas visiones sobre cuáles pueden ser las soluciones al respecto. Nosotros entendemos que en sí mismo el 
tema no ofrece una complejidad mayor. 


SEÑOR ALONSO.- Me parece interesante que se haya consultado a los Diputados del departamento. 
Yo le podría decir al señor Diputado Salsamendi que consulté al Intendente Municipal de Rocha, pero 
no lo hice porque había quedado de hacerlo el señor Diputado Salsamendi. En este caso, como de lo 
que estábamos hablando era de trasladar el dominio esa fue la propuesta concreta que hice a la 
Intendencia Municipal de Rocha, hubiera sido muy bueno consultar al Intendente. Por lo tanto, 
lamento que se haya preferido consultar a un correligionario, a quien respeto muchísimo, a quien 
también le voy a hablar del tema y le voy a exponer mi punto de vista y el que tenemos los integrantes 
del Partido que pertenecen a esta Comisión. Hubiera sido muy provechoso hablar precisamente con el 
Intendente, porque fue a él a quien quedamos de realizar la consulta. Capaz que se prefirió no hacerlo 
y lo entiendo, porque al Intendente, le ofrezcan lo que le ofrezcan, lo va a agarrar y me parece 
razonable que así lo haga. 


SEÑOR SALSAMENDI.- A los efectos de evitar discusiones laterales que en lo personal me interesan 
bien poco, quiero decir que no consultamos al señor Diputado José Carlos Cardoso a los efectos de ver 
si había alguna fisura dentro del Partido Nacional ni nada por el estilo; algo que hago 
permanentemente con gente de los dos Partidos de la oposición es charlar, preguntar, y tratar de 
informarme. Es una conducta habitual en mí. Entiendo que eso debe ser lo normal. Este contacto fue 
simplemente eso. Obviamente, una de las primeras opiniones que siempre trato de tener en cuenta, por 
encima de las de los Ejecutivos nacionales o municipales, son las de mis colegas parlamentarios que en 
definitiva son los que tienen que resolver en esto. En este caso concreto, tenemos que aprobar un 
proyecto de ley; por ende, obviamente es un tema natural del Poder Legislativo. Es una opinión que, en 
general, me resulta extremadamente importante, independientemente de la opinión del Poder 
Ejecutivo nacional o de los Poderes Ejecutivos departamentales. Reitero, hice la consulta, y solicité que 
trasladara las discusiones que aquí se plantearon, etcétera, a quien entendí que era natural que se 
planteara, al Diputado del Frente Amplio por ese departamento, Aníbal Pereyra, e hice una consulta 
absolutamente informal al señor Diputado José Carlos Cardoso. Desde ya aclaro que fue a mero título 
de comentario; no comprometo la opinión del Diputado Cardoso en lo más mínimo. Sinceramente, lo 


comenté como un hecho que me pareció que podía ser importante a los efectos de la discusión. 
Entonces, en términos formales digo que exonero absolutamente de su opinión personal e informal, en 
su momento, al Diputado José Carlos Cardoso. Además, puedo entender perfectamente que él después 
diga, por ejemplo, que estudió mejor el tema y, en realidad, tiene otra opinión. Reitero: la consulta la 
hice en esos términos, porque en la medida de lo posible intento no usar chicanas menores en estas 
discusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo el planteamiento que hace el Diputado Salsamendi pero en su 
intervención anterior hubo una ironía respecto a esa consulta que le hizo al Diputado Cardoso. 
Entonces, es natural que el Diputado Alonso haya retrucado en el sentido que lo hizo. 


Quiero decir que sería un mecanismo normal transferir un inmueble para que se venda y el Instituto Nacional 
de Colonización haga con el dinero lo que corresponda a sus cometidos. El problema que noto no tiene que 
ver con el mecanismo sino con una conducción del mencionado Instituto que ha tenido cuestionamientos de 
todo tipo y que hoy no ofrece garantías de un manejo apropiado, fundamentalmente en lo que tiene que ver 
con la comercialización de inmuebles. Incluso, han ocurrido casos que son curiosos en los que hay 
organismos del Estado que han ofrecido tierras al Instituto, a muy buen precio. Concretamente, el Banco de 
Seguros del Estado ofreció al Instituto un campo de su propiedad, en el departamento de Salto, a US$ 780 la 
hectárea, a diez años, y la oferta fue rechazada por el Instituto. 


Por tanto, manifiesto la duda que me genera este proyecto aun cuando mi predisposición sería votar a favor 
del traspaso de un inmueble para que sea aprovechado de algún modo en alguna parte del Estado, y no quede 
en la situación que está. 


SEÑOR ORRICO.- Entiendo que puede haber desconfianza hacia determinado Instituto, organismo, 
etcétera. Eso es totalmente entendible. Se puede estar a favor o en contra con entera libertad de cómo 
se administran los recursos que son de todos en todas las reparticiones del Estado. 


Ahora bien, este es un proyecto de ley que hace a la administración de los bienes del Estado, considerado éste 
en su sentido amplio, como persona jurídica mayor; el Estado tiene determinados bienes que componen su 
patrimonio, y esos bienes son administrados por distintos órganos de acuerdo con lo establecido en las leyes 
orgánicas, en las disposiciones constitucionales o en todo el sistema legal que rige en cuanto a quién 
administra qué cosa. Una tierra que esté administrada por el Ministerio de Turismo es tan tierra como una 
tierra administrada por algún otro organismo. Entonces, digamos las cosas como son. Cuando decimos: "Esto 
se pasa al Instituto Nacional de Colonización para que lo venda en procura de los fines que persigue...”, en 
realidad, estamos otorgando un dato para dar claridad a lo que estamos haciendo, pero no aparece en el 
proyecto de ley. 


Si esta iniciativa hubiera venido así como está y nadie hubiera dicho nada, sino simplemente que se lo 
pasamos al Instituto Nacional de Colonización para que cumpla sus objetivos, ¿cuál sería el inconveniente? 
En trece años y medio que hace que trabajo acá, es la primera vez que escucho discutir acerca del pasaje de 
un inmueble de un organismo a otro en la Administración. Después de todo, sería más o menos igual que el 
Estado, persona jurídica mayor en este caso, el que tiene esta propiedad es el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, pusiera esto a la venta, a través del método que creyera conveniente, y decidiera que el 
producido se destinará al Instituto Nacional de Colonización. 


Se podrán expresar de hecho así va a ser, y bienvenido que así sea todas las reservas que se tengan con 
respecto a dónde se destina el inmueble. Honestamente, me parece que no es de aplicación capaz que entendí 
mal; en cuyo caso, con mucho gusto me rectifico el argumento que dio el Diputado Alonso a quien quiero 
mucho, como todos lo saben de que en realidad a él el Instituto Nacional de Colonización le despierta mucha 
desconfianza y, por lo tanto, no le va a votar una cosa como esta. Acá se trata de determinar quién está 
administrando determinado bien, nada más que eso. Me parece que es totalmente legítimo que se dude del 
Instituto Nacional de Colonización o del Ministerio de Economía y Finanzas... 


(Diálogos) 


——— Realmente, esto hace solo a cómo administra un Estado los bienes que ya tiene y, en consecuencia, con 
mucha honestidad y mucho respeto hacia la opinión de los demás, señalo que estoy dispuesto a votar el 


proyecto. 


Esto es lo que tenía que decir por ahora. 


SEÑOR ALONSO.- El Diputado Orrico muchas veces apela a su larga trayectoria aquí para decir qué 
cosas se hicieron o no antes. Yo voy a citar un ejemplo. A mí me resultó un mamarracho cuando se pasó 
la Estación Artigas al Banco Hipotecario del Uruguay; un mamarracho, y el resultado está ahí. El 
Banco Hipotecario no es una empresa de desarrollo; no está armado para eso. 


En mi opinión, el Instituto Nacional de Colonización no estoy hablando de los Directores actuales; no hablo 
del señor Gaggero con quien tengo amistad, ni de ninguno de los Directores no es la unidad del Estado con 
mejor aptitud para llevar adelante una venta de estas características. Yo me afiliaría un poco más a lo que 
manejó el Diputado Orrico, que sería más de carácter presupuestal. Se trataría de plantear por qué no 
cambiar. Entonces, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca venderá y entregará ese producido al 
Fondo -no sé cuál es el nombre del Instituto Nacional de Colonización. Prefiero que sea así; es mucho más 
transparente. No hacemos la cortapisa de que uno se lo traspase al otro, para que éste lo venda y con ese 
dinero compre el campo. Además, en el proyecto no se dice que se venderá. 


(Diálogos) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 


SEÑOR ORRICO.- Cuando se traspasa, a título gratuito o a título oneroso, la propiedad de un bien de 
un sujeto a otro, en este caso de un organismo del Estado a una entidad como el Instituto Nacional de 
Colonización Ente Autónomo, lo que se hace es dar todas las características que el ejercicio de 
propiedad tiene en las personas públicas. Dentro de ellas está repartirla, hacer determinadas 
actividades que coincidan con su ley orgánica, venderla, arrendarla, prestarla y tantas otras 
actividades que cualquier sujeto, persona pública o privada, persona individual o jurídica, tiene con 
respecto a un derecho de propiedad. 


De esta exposición de motivos no surge en ningún lado que haya que venderla; eso es claro como el agua. Lo 
que sí dice es que la potestad de vender está, porque es natural; si le pasé la propiedad ¿cómo no va a estar la 
potestad de vender? 


SEÑOR LACALLE POU.- En eso estamos de acuerdo. 


SEÑOR ORRICO.- Lo que uno puede ver es si está bien hecho el proyecto, si se hace bien la 
transferencia y si esto no va a traer problemas notariales. Pero decir que no se está de acuerdo con esto 
porque no se cree en el Instituto Nacional de Colonización o en cualquier otro, no me parece que 
corresponda, porque lo único que hace este proyecto es dar la propiedad. Si da la propiedad da el 
derecho de uso, goce y todo aquello que aprendimos en Civil I, dentro de lo cual está el derecho de 
venta, si quiere. 


SEÑOR ALONSO.- Tal cual están las cosas, creo que no hay dos lecturas, porque no se puede hacer 
ninguna otra interpretación de lo que voy a decir. Si se vota este proyecto de ley y es promulgado, el 
Instituto Nacional de Colonización puede decidir si quiere o no venderlo, cuántas hectáreas va a 
vender y cuántas no. Quizás, puede elegir vender las que dan contra la costa y no vender las otras. 
¿Saben qué? Eso me parece un mamarracho, porque no creo que sea la función del Instituto Nacional 
de Colonización. Ese es el problema. No es solo porque despierte dudas, sino porque no es el organismo 
competente para eso. 


SEÑOR ORRICO.- El Instituto Nacional de Colonización hoy tiene tierras no tantas como quisiera en 
toda la República. No creo que a nadie se le ocurra impedir que el Instituto Nacional de Colonización 
haga una compraventa con las tierras que tiene. Sí debe cumplir con las normas generales que se 


siguen en materia de administración de bienes integrantes del patrimonio del Estado. Insisto en que 
esto es solamente un problema de administración. 


El Poder Ejecutivo por eso envía el Mensaje entiende que estas tierras serán mejor administradas por el 
Instituto Nacional de Colonización a los efectos del cumplimiento de sus fines, que lo podrá hacer vendiendo 
todo de una vez, fraccionando o haciendo lo que le parezca dentro de sus legítimas facultades de 
administración de los bienes que tiene. 


Insisto en que este es un problema meramente jurídico, casi de trámite. El Poder Ejecutivo ha decidido 
determinada cosa y nos la manda a nosotros. Quienes autorizan o no somos nosotros, pero me parece que no 
es un argumento sólido decir: "No me gusta el Instituto". Honestamente, no quiero abusar con esto de mis 
casi catorce años de legislador. Yo acá apoyé con mis voto muchas transferencias de una parte del Estado al 
otro y nunca se me ocurrió preguntar qué van a hacer con esto, porque forma parte de las facultades de 
administración que se tienen. Después se dará cuenta al soberano y, en el momento de emitir su voto, el 
soberano decidirá si estas cosas están bien o mal hechas. Pero no me parece que nos corresponda a nosotros, 
que no formamos parte del Ejecutivo, determinar cómo se manejan estos patrimonios. Me parece muy bien 
que se opine; estoy de acuerdo, pero de ahí a negar un pasaje de una entidad del Estado a otra entidad del 
Estado, honestamente no le veo sentido. 


De todas maneras, que se postergue su tratamiento, señor Presidente. 


SEÑOR LACALLE POU.- Estoy de acuerdo con la postergación por una cuestión matemática: el 
Gobierno no tiene los votos para aprobar este proyecto de ley. 


Venía dejando pasar que corriera el agua, pero en realidad no comparto las apreciaciones del señor Diputado 
Orrico. 


Creo que si el Parlamento tiene la potestad de decidir acerca del traspaso de un inmueble de un Ente estatal a 
otro no es porque esta sea una oficina burocrática que va a poner un sello y va a seguir de largo, sino que 
hace al Parlamento ver si conviene o no. Y nos cabe la posibilidad de analizar dónde está el padrón, cuánto 
mide el padrón, cómo es la composición del suelo, del subsuelo, de las áreas que lindan con ese padrón y 
para qué se va a utilizar. Entonces, tenemos todas las facultades de ver de qué instituto proviene y a qué 
instituto va a pasar. Concuerdo con el razonamiento que comenzaba el señor Diputado Alonso en la Comisión 
pasada y que continúa ahora, con un matiz. En mi caso no se trata solamente de que no le tenga confianza al 
Instituto Nacional de Colonización, aunque alcanza con leer la fotocopia que nos arrima el Diputado Alonso, 
del sábado 25 de marzo de 2006, para comprobar que no ha hecho muy buenos negocios en este período, con 
el señor Gaggero al frente, pero supongamos que no juzgamos un instituto, su dirección o actividad por un 
hecho puntual. Yo creo que es mucho más importante que el Estado realice este predio y después vea si se 
compra o no un predio o si se traspasa o no otro a Colonización. No creo que el Instituto Nacional de 
Colonización la definición del último término de su nombre lo dice pueda estar a la altura de analizar si hace 
un negocio inmobiliario con un lugar costero de un vasto desarrollo, que seguramente en el futuro tenga 
mucho más. Esos son temas inmobiliarios y turísticos que no le competen al Instituto Nacional de 
Colonización y, además, no tiene los técnicos para hacerlo. En cuanto a que después reciba el producido para 
comprar campos, estamos totalmente de acuerdo; yo creo que tienen que pasar muchos campos de varios 
organismos del Estado, empresas públicas y servicios descentralizados al Instituto Nacional de Colonización, 
pero este no es el caso. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Comprar y vender es competencia del Instituto Nacional de Colonización; 
está en su ley orgánica y le está permitido. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo no dije que no. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Es más; en lo personal, si lo discutiéramos, diría que quiero un Instituto 
Nacional de Colonización con competencias ampliadas y una ubicación institucional más importante 
que la que tiene. 


En definitiva, creo que discutir el mérito del traspaso es lógico y entendible y, como se señaló, por algo hay 
que aprobar una ley a los efectos de que eso ocurra. Pero que desde el punto de vista estrictamente legal y de 
la formalidad el Instituto Nacional de Colonización tiene total competencia para comprar y vender a los 
efectos de la realización de sus fines, es indiscutible. Lo contrario que podría hacerse sería plantear eliminar 
la posibilidad del Instituto Nacional de Colonización de que eventualmente enajene bienes, en función de 
algunos de los elementos que se manejaron acá. Quiero decir sinceramente que si esa discusión se diera en 
esos términos, me negaría completamente a eso; sería amputar fuertemente una posibilidad a un Instituto que, 
por lo menos en lo personal, obviamente queremos que se desarrolle todo lo posible, y todos sabemos las 
dificultades que ha tenido para hacerlo. La transferencia de tierras del Estado ha sido una política que se ha 
intentado durante todo este período de Gobierno y, entre otras cosas, aun dentro de ese mismo Estado existen 
dificultades para lograr que se cumpla una decisión política que además, obviamente, coincide con las 
necesidades; esta es una realidad. 


Reitero que personalmente no voy a impedir que se discuta, en primer lugar, porque no puedo, en segundo 
término, porque no corresponde y en tercer lugar, porque es verdad: todo proyecto de ley no implica solo un 
trámite como poner un sello para que siga su curso. 


Ahora, que es competencia del Instituto Nacional de Colonización enajenar, etcétera, sin duda, y que yo no 
quiero amputarle esa competencia, también es cierto. Entonces, en este caso concreto, además de las razones 
que manejamos, de acuerdo con esas dos razones de fondo de lo que debe ser el Instituto, su ubicación, 
competencias, etcétera, no tengo ninguna duda en reafirmar lo que veníamos planteando. 


SEÑOR LACALLE POU.- He tenido oportunidad de estudiar la Ley de Colonización y es más, de 
plantear alguna reforma. Me queda claro que este tema es de su competencia. Quizás no me expresé 
bien al decir que no son competencia del Instituto Nacional de Colonización los negocios inmobiliarios 
y, sobre todo, cuando hacen a tierras que tienen un valor turístico; es distinto cuando tienen fines 
productivos y están en otras zonas del país. 


En este caso, no creo que esté dentro de las competencias ya no formales sino materiales, decidir si este 
terreno sirve para un desarrollo turístico costero, una urbanización, etcétera. Me parece que no es un terreno 
que ya tenga el Instituto Nacional de Colonización, porque si no, no estaríamos discutiendo eso. El tema es 
que se lo vamos a pasar al Instituto y no va a ser una tierra con fines productivos. No sería como enajenar un 
terreno sojero para destinarlo a un tambo, o uno de basalto para otro de invernada. Creo que estamos 
enajenando un terreno que no está bajo su égida, que tiene un desarrollo futuro que está lejos de la 
competencia material de lo que es el Instituto Nacional de Colonización. Por más que pueda comprar y 
vender, estamos hablando de un terreno que seguramente está lejos de ser un lugar para colonizar o para 
tareas rurales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una cosa son los cometidos o fines de un organismo público, que es a lo que 
se refiere el Diputado Lacalle Pou, que en el caso del Instituto Nacional de Colonización no implica 
comercializar inmuebles. Los cometidos o fines del Instituto Nacional de Colonización son destinar 
inmuebles para ser explotados por aquellos que se inscriban con fines muy determinados por su 
creación, de la que a esta altura debe hacer sesenta años. Otra cosa son los actos jurídicos que puede 
realizar para el cumplimiento de sus fines y cometidos, que incluye comprar y vender inmuebles. En 
este caso entiendo la sorpresa de que se esté discutiendo mucho este tema yo también estoy sorprendido 
por todas las vueltas de esto, pero está claro que se está transfiriendo un inmueble al Instituto Nacional 
de Colonización cuyo destino no es su aplicación a los fines y cometidos del Instituto, sino venderlo 
para hacerse de recursos. Esta transferencia es financiación para el Instituto Nacional de Colonización, 
por el expediente de la transferencia gratuita de un inmueble que va a vender. En consecuencia, más 
allá de que uno opine que esto sea conveniente o no, esto no está haciéndose a efectos de que el Instituto 
cumpla con sus cometidos; se está transfiriendo un terreno para financiarlo, y en ese acto de 
financiación lo que está haciendo es vender, como bien puede vender y comprar, que son parte de los 
actos necesarios para el cumplimiento de sus cometidos. Pero reitero que este inmueble no se transfiere 
para el cumplimiento de sus cometidos, porque en ese caso serían 268 hectáreas porque se trata de dos 
padrones, uno de los cuales tiene costa sobre la playa del océano Atlántico que tendría que destinar a 
colonos y adjudicarlos en esa condición. Esto no está pensado para el cumplimiento de los cometidos 
del Ente sino que es instrumental; se le está dando un inmueble que puede vender para proveerse de 


recursos. Y es razonable que se discuta, entre otras cosas, porque el proyecto está acá para aprobarlo o 
no, más allá de que normalmente estas cosas pasan rápido. Pero como no se trata de un inmueble cuyo 
destino sea cumplir con los cometidos del Instituto sino que tiene una instrumentalidad distinta, es que 
se está discutiendo tanto. Entonces, vamos a no sorprendernos de lo que se plantea porque todo lo que 
se está diciendo aquí desde todas las posiciones que se han planteado es razonable. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer una aclaración y aquí voy a involucrar a mi compañero Salsamendi. 
Nosotros no dijimos que la discusión no sea razonable; no hemos objetado que esto se pueda objetar. 
Yo digo que para cumplir sus fines un Instituto necesita bienes que a veces en metálico, moneda 
constante y sonante, y en otros casos se obtienen a través de una transferencia que le permite obtener 
recursos. Insisto en que eso no está en la ley; esto está dentro de la claridad que la bancada de 
Gobierno le quiso dar al hecho de por qué se está habiendo esto, pero la ley no dice que el terreno se le 
transfiere al Instituto Nacional de Colonización a los efectos de que este haga la venta y con eso cumpla 
sus objetivos; lo podrá hacer o no, pero eso no surge de la ley. Tenemos el dato de que se maneja muy 
firmemente la posibilidad de que una vez que el Instituto tenga ese terreno, lo venderá a efectos de 
adquirir tierras en otro lugar. Yo no dudo que esas tierras valen mucho más que otras que el Instituto 
pueda repartir a sus colonos en lugares alejados de la costa; eso no lo duda nadie. No obstante, me 
parece que está dentro de las potestades del Estado administrar su patrimonio. 


Es todo, señor Presidente. Votemos la postergación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta de postergación. 


(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Está presente el señor Diputado Cusano, quien ha concurrido a esta Comisión para hacer la presentación del 
asunto que figura dentro del punto sexto del orden del día: "Adopción de niños y adolescentes. Normas". En 
función de ello, corresponde pasar a considerar ese punto. 


SEÑOR CUSANO.- Vengo a presentar este tema luego de casi tres años de trabajo arduo no solo mío, 
después de haber analizado el derecho comparado de varios países y de haber revisado sus proyectos 
de ley o leyes que en materia de adopción tienen, siempre velando por el instituto mayor que es el 
bienestar del niño. 


Voy a hacer un pequeño "racconto" de este tema y luego, si quieren, podemos ingresar en la consideración 
del proyecto por Capítulos o por artículos. 


En el Capítulo I se manejan las disposiciones generales que tienen que ver con el objeto de la adopción, los 
regímenes legales, el consentimiento de niños y adolescentes, los organismos acreditados, el registro del 
INAU, las condiciones para la acreditación, el programa de adopción y los requisitos para ser adoptados. 


En los artículos 1% a 3" se trata de velar por los intereses y derechos del adoptado por sobre todo. Se prevé la 
voluntad y consentimiento del menor adulto hombres mayores de catorce años y menores de dieciocho; y 
mujeres mayores de doce y menores de dieciocho años frente a la posibilidad de ser adoptado, y en el curso 
del procedimiento de adopción, respecto de la solicitud presentada por el o los interesados. 


En los artículos 4? a 7” se establecen los organismos acreditados para intervenir en los programas de 
adopción. Las acreditaciones serán competencia del INAU. Se establece la creación de dos registros: uno, de 
personas interesadas en la adopción de un menor de edad; y otro, de personas que pueden ser adoptadas. El 
programa de adopción es el conjunto de actividades tendientes a procurar al menor una familia responsable, 
lo que será llevado a cabo tanto por el INAU como por los organismos acreditados. 


El Capítulo Il tiene que ver con los procedimientos previos a la adopción, comprendidos en los artículos 9* al 
19, que refieren a medidas judiciales, iniciación del procedimiento, niño o adolescente descendiente de uno 
de los adoptantes, declaración judicial de niño o adolescente adoptado, procedimiento de la declaración 


judicial, emplazamiento a parientes del niño o adolescente, plazos para la comparecencia, dictámenes de 
sentencia, recurso de apelación contra la sentencia declarativa, competencia jurisdiccional y cuidado 
provisorio. 


En los artículos 8* al 15 se establecen los requisitos bajo los cuales un menor puede ser adoptado. Además, se 
especifican los distintos procedimientos que se deben llevar a cabo, dependiendo de cada caso particular 
detallados en el artículo 8%, y modificando sustancialmente en su artículo 12 los plazos mínimos de contacto 
con el menor. 


En los artículos 16 al 19, se tratan los pasos que siguen a la instancia probatoria y las actuaciones señaladas 
en los artículos precedentes; estos pasos van desde un dictamen de sentencia hasta el cuidado provisorio del 
menor por parte de quienes hayan manifestado su voluntad de adoptarlo. 


El Capítulo III, que refiere a la adopción, comprende los artículos 20 a 39. Este Capítulo tiene que ver con los 
requisitos para ser adoptante, la subsidiariedad en la opción de adoptante, la adopción "post mortem" de uno 
de los cónyuges, la competencia jurisdiccional, los recaudos para la solicitud, el procedimiento judicial, la 
sentencia, la parte dispositiva de la sentencia, las actuaciones administrativas, el secreto de la actuación, la 
adopción internacional, los procedimientos de la adopción internacional, los requisitos, los recaudos, la 
inadmisibilidad de la solicitud, la competencia jurisdiccional, la comparecencia de los solicitantes, la Oficina 
del Registro Civil e Identificación, Efectos de la adopción y la acción de la nulidad. 


En el primer título trata de la constitución de la adopción por personas residentes en Uruguay. En los 
artículos 20 al 22 se desarrollan los requisitos para ser adoptantes y las distintas posibilidades que la ley 
otorga si el adoptante es soltero, viudo, etcétera. 


El segundo título trata de la competencia y el procedimiento de adopción. En el artículo 23 se especifica la 
competencia jurisdiccional de los Juzgados correspondientes en materia de adopción o familia. En los 
artículos 24 al 29 se desarrollan los recaudos para la solicitud y la documentación correspondiente para 
concretarla, el procedimiento judicial que llevará a cabo el Juez luego de haber recibido la solicitud; 
confirmado que todo sea de acuerdo a la ley, el Juez decretará de oficio las diligencias necesarias para 
comprobar las ventajas y beneficios que la adopción reporta al menor y, si lo estimare necesario, podrá 
instruir las que le permiten complementar la evaluación de idoneidad de los solicitantes. Todo ello deberá 
producirse en un plazo no mayor a sesenta días. Luego el Juez dictará sentencia, dentro del término de quince 
días, la que se notificará a los solicitantes. También se detalla la parte dispositiva de la sentencia que 
explicita: 1) Que se oficie a la Dirección Nacional del Registro Civil e Identificación y a cualquier otro 
organismo público o privado, solicitando el envío de la ficha individual del adoptado y de cualquier otro 
antecedente que permita su identificación, los que serán agregados a los autos. 2) Que se remita el expediente 
a la Oficina del Registro Civil e Identificación del domicilio de los adoptantes, a fin de que se practique una 
nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo de los adoptantes. 3) Que se cancele la antigua 
inscripción de nacimiento del adoptado (si ello surgiere del petitorio de los solicitantes (...)". O sea que no 
determina que no se pueda mantener la identificación. Luego veremos por qué a veces es necesario mantener 
en reserva hasta cierta edad, o según los antecedentes del adoptado, si se puede o no comunicarle que es hijo 
en adopción."4) Que se oficie al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), si el adoptado o los 
adoptantes estuvieren inscriptos en los registros a que se refiere el artículo 5” de la presente ley, a fin de que 
proceda a eliminarlos de ellos". También se tratan las actuaciones administrativas y el secreto de las 
actuaciones que los interesados en su solicitud de adopción hayan requerido (...)". Luego, en el Capítulo IV 
vamos a ver que existen sanciones para quienes no solamente siendo funcionarios públicos digan que una 
persona es adoptada sino también para particulares que sabiendo el secreto también lo hagan público. 


"En el Tercer Título se trata la constitución de la adopción por personas no residentes en Uruguay. En los 
artículos del 30 al 37 se refieren a la adopción internacional, a los procedimientos, dejando en claro que solo 
procederá cuando no existan matrimonios uruguayos o extranjeros con residencia permanente en Uruguay 
interesados en adoptar al menor". También hay que tener en cuenta más adelante en el articulado esto se 
puede observar que se puede dar la situación de que no habiendo matrimonios deseando adoptar en el 
Uruguay, se les puede dar a viudos o a solteros, según los distintos casos. 


"Se explicitan requisitos y recaudos para llevar a cabo la solicitud. El tribunal no acogerá a tramitación la 
solicitud de adopción que no acompañe los documentos necesarios mencionados en la ley". Esto tiene que 
ver con todos los requisitos legales donde se da participación al país de origen de los extranjeros y, si lo 


hubiere, al Consulado o a la Embajada uruguaya que existiere en esa localidad, y la idoneidad por este 
instituto que exista en ese país para estas personas. "Los solicitantes deberán comparecer personalmente, o en 
caso justificado, por medio de mandatario, ante el Juez que entenderá en la tramitación de la adopción". 


El cuarto Título tiene que ver con la revelación del secreto, revelación hecha por particulares, del tráfico 
ilícito, del cohecho de conductas permisivas y de agravantes especiales. "El artículo 38 deja explícito que: 'La 
adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes 
recíprocos establecidos en la ley'. "En el proyecto de ley se trata de acortar los plazos para agilizar los 
trámites de adopción siendo un ejemplo de esto el que la legitimación adoptiva esté implícita en los efectos 
de la adopción (artículo 38). Con esto se busca eliminar burocracia pensando en la rápida pero responsable 
adopción de menores.- El artículo 39 dice que 'la adopción es irrevocable' aunque se puede llegar a la nulidad 
de la adopción pedida por el adoptado, o su representante, si hubiera sido obtenida por medios ilícitos o 
fraudulentos.- El Capítulo IV trata de las sanciones y de las disposiciones transitorias. En los artículos 40 al 
45 se establecen sanciones tanto para los funcionarios públicos o particulares por revelación de antecedentes 
teniendo conocimiento de su carácter reservado, por tráfico ilícito de menores con fines de adopción. El 
artículo 46 se refiere a las disposiciones transitorias de las cuales se desprende que 'El Director Nacional del 
INAU podrá otorgar provisoriamente, hasta por dos años, la calidad de organismo acreditado ante ese 
servicio a personas jurídicas o establecimientos que no estén constituidos como corporaciones o fundaciones, 


m 


siempre que se encuentren desempeñando actividades relacionadas con la adopción". 


Algo para destacar es que existe en el mundo dos bibliotecas distintas en el sentido de cuándo comienza la 
vida. Entonces, respetando esas dos bibliotecas existentes, en el último inciso del artículo 1”, 'Objeto de la 
adopción', mencionamos: "A los efectos de la presente ley los niños o adolescentes son los nonatos y los 
comprendidos entre cero (0) y dieciocho (18) años no cumplidos". Con esto tratamos de salvar que unos 
digan cuándo se engendra la vida, si es desde el momento del parto o del engendramiento. 


Más adelante está establecido que se puede adoptar desde el momento del embarazo. En este sentido, voy a 
marcar algo muy personal, como es el hecho de que a una persona o a un padre adoptivo no le pidan, por 
ejemplo, que esté a favor del aborto. Entonces estamos estableciendo salvedades para que esa persona desde 
el inicio de la gestación pueda dar a su niño en adopción, salvando algo muy traumático, que es el postparto, 
separando el parto de los treinta días posteriores, que es cuando la mujer se siente más traumática. Por lo 
general, el 80% de las madres que dan a luz no dan sus niños en adopción. El rango de esas personas se 
quedan con el niño que en un principio pensaban dar en adopción. 


Otro de los aspectos que hay que establecer es la diferencia entre el hombre y la mujer, o entre el niño y el 
adolescente, hombre o mujer. ¿Por qué? Porque consideramos que el niño, el hombre, siendo varón menor de 
dieciocho años es mayor de catorce y la diferencia con la mujer se da porque esta es menor de dieciocho años 
y mayor de doce por un tema de crecimiento intelectual; sabido es que la mujer se desarrolla más rápido que 
el hombre. 


En lo que tiene que ver con los programas de adopción, el INAU o los organismos que ellos dictaminen, 
dentro de sus atributos legales deben establecer el apoyo y la orientación a las familias de origen del niño o 
del adolescente. Esto es fundamental, pues ahí se da el trabajo de las organizaciones o del propio INAU en 
madres que querían dar en adopción y luego de nacido el niño anteriormente mencioné que el 80% de las 
madres que daban a luz no daban sus hijos en adopción, terminan criándolo. 


En cuanto a los requisitos para ser adoptado, establecemos fehacientemente que la parte económica no es una 
condición para dar un niño en adopción. Ahí el organismo, el INAU o el Estado tiene que ser responsable 
para dar una educación y un bienestar a ese niño. El artículo 8 que refiere a los requisitos para ser adoptado 
se divide en cuatro literales. En el literal A) se establece lo siguiente: "Los que cuyos padres se encuentren 
declarados incapaces, al momento de la iniciación del procedimiento de adopción (...)". En el literal B) se 
hace referencia a "Los que cuyos padres hayan sido declarados ausentes", según el artículo 50 y siguientes 
del Código Civil y normas concordantes. En el literal C) se alude al que "sea descendiente consanguíneo de 
uno de los adoptantes (...)". En el literal D) se habla del que "haya sido declarado susceptible de ser adoptado 
por resolución judicial del tribunal competente (...)". 


Introducimos el concepto de consanguinidad en primer grado; obligatoriamente el Juez debe dar 
participación y comunicación a los familiares consanguíneos en primer grado de que alguien de esa familia 
está dando en adopción un niño. Si ese pariente de consanguinidad en primer grado decide adoptar al niño no 


tiene por qué estar registrado ni haber hecho la instancia de capacitación del INAU o del organismo 
acreditador. 


En el artículo 9% se hace referencia a las medidas judiciales y se establece que si uno solo de los padres quiere 
dar al niño en adopción obligatoriamente debe ser citado el otro para conocer su voluntad. "La citación se 
reiterará por una vez en caso de no concurrencia, pero los plazos que se contemplen para las citaciones, en su 
conjunto, no podrán exceder de cuarenta días corridos contados desde la declaración que dé inicio a este 
procedimiento". 


En el artículo 10, relativo a la iniciación del procedimiento, se establece que "El procedimiento a que se 
refiere el artículo anterior podrá iniciarse antes del nacimiento del hijo, siempre que sea patrocinado por el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) o un organismo acreditado ante este.- En tal caso, se 
efectuarán los trámites que correspondan, y solo quedará pendiente la ratificación de la madre y el dictamen 
de sentencia.- Dentro del plazo de treinta días, contado desde el parto, la madre deberá ratificar ante el 
tribunal su voluntad de entregar en adopción al niño.- No podrá ser objeto de apremios para que ratifique y, si 
no lo hiciere, se la tendrá por desistida de su decisión". Como les mencioné, esto es lo que sucede en el 80% 
de los casos: luego del parto desaparece la voluntad de dar al niño en adopción. 


Continúa el artículo 10: "Con todo, si la madre falleciere antes de ratificar, será suficiente manifestación de 
su voluntad de dar al niño en adopción, la que conste en el proceso.- Ratificada por la madre su voluntad, el 
Juez resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes”. 


No quiero abusar de vuestro tiempo detallando el desarrollo de todo el proceso; a mi juicio, cada uno de los 
artículos es muy claro. De todos modos, quiero hacer algunas menciones con respecto al Capítulo III, "De la 
adopción", específicamente el punto I "De la constitución de la adopción por personas residentes en 
Uruguay”. En el artículo 20 se establecen requisitos de edad para ser adoptante, entre los que destaco el de 
ser mayor de veinticinco años y menor de sesenta, con veinte años o más de diferencia de edad con el niño o 
adolescente adoptado. "Los requisitos de edad y diferencia de edad con el niño o adolescente no serán 
exigibles si uno de los adoptantes fuere ascendente por consanguinidad del adoptado.- Tampoco será el 
mínimo de años de duración del matrimonio, cuando uno o ambos cónyuges estén afectados de infertilidad". 
Quiere decir que los requisitos se pueden obviar cuando se demuestra infertilidad por parte de uno o ambos 
cónyuges. 


En el artículo 21 se establece: "En caso de que no existan cónyuges interesados en adoptar a un niño o 
adolescente que cumplan con todos los requisitos legales o que solo les falte el de residencia permanente en 
Uruguay, podrá optar como adoptante una persona soltera o viuda, oriental, con residencia permanente en el 
país, respecto de quien se haya realizado la misma evaluación y que cumpla con los mismos rangos de edad y 
de diferencia de edad con el niño o adolescente que se pretende adoptar". 


En el artículo 22 incorporamos la adopción post mortem de uno de los cónyuges, porque muchas veces 
ocurre que cuando un matrimonio está en lista de espera para adoptar uno de los cónyuges fallece. En este 
artículo se establece que el viudo o la viuda puede seguir adelante con el proceso de adopción. Se respeta la 
voluntad de adoptar de la pareja. 


También establecemos algunos requisitos en cuanto a que si existen hermanos pasibles de ser adoptados se 
busque por todos los medios que permanezcan unidos. En este caso, se podría alterar el orden del registro de 
los acreditados que tiene el INAU o el organismo competente. 


Se determina que siempre se mantendrá el registro de los antecedentes y origen del niño, pero se establece 
que no todos los niños están en condiciones de saber que son hijos adoptivos. Este concepto fue incorporado 
a solicitud de unos treinta padres adoptivos, siete de los cuales decidieron informar a sus hijos su condición 
de adoptivos y el resultado fue nefasto. Lo que prevemos es que se hagan estudios psicológicos a los niños 
para saber si tienen capacidad como para conocer su calidad de hijos adoptivos. Lo hacemos pensando 
siempre en el bien mayor, que es el bien del niño. Mi hijo más pequeño, de cuatro años, ya sabe que es hijo 
adoptivo y lo está asumiendo perfectamente, pero hay casos en los que no ocurre así y con el correr del 
tiempo la situación se complica. En general, se les hace una especie de cuento para explicarles que son hijos 
adoptivos y lo asimilan perfectamente, pero no en todos los casos ocurre lo mismo. 


Por último, quiero salvar un error que se cometió en el último inciso del numeral 2) del artículo 27. Se 
establece: "Estas normas no se aplicarán cuando los solicitantes hubieren renunciado a la reserva del 
artículo 28 de la presente ley, salvo que hubieren pedido expresamente en la solicitud de adopción que se 
apliquen", pero, en realidad, debería mencionarse el artículo 29, referido al secreto de las actuaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto que el señor Diputado Cusano está presentando a la Comisión 
tiene una calidad enorme y demuestra un trabajo muy profesional y sentido, en su condición de 
legislador y conocedor de la temática. 


SEÑOR ALONSO.- El señor Presidente ya dijo la mitad de lo que pensaba decir. 


Quiero felicitar al señor Diputado Cusano por todo este trabajo que, me consta, hace tres años que está 
elaborando, porque sé por conversaciones durante los primeros meses de esta Legislatura que en su condición 
particular de padre adoptante y, por lo tanto, conocedor en carne propia de este tipo de situación, tomó esto 
como una tarea, que se cristaliza en este proyecto. 


Evidentemente, se trata de una iniciativa ambiciosa, y esperemos que podamos darle consideración y trámite 
en la Comisión lo más pronto que se pueda; sin duda, es uno de los proyectos que no son fáciles de tratar. 


Quiero plantear algo de procedimiento, pero pienso que deberíamos dejarlo comprometido en la Comisión. 
Propongo que cuando entremos a la consideración del proyecto se haga presente el señor Diputado Cusano y 
participe en la discusión parlamentaria que se dé en la Comisión, por lo cual muchos de los terrenos en los 
que nos podríamos adentrar en este momento quedarían para cuando empecemos a considerarlo formalmente. 
En nuestro caso y creo que en el de los compañeros del Partido ya disponíamos del proyecto desde hace 
varios días; no sé si es así en el caso del Frente Amplio. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El señor Diputado Cusano tuvo la delicadeza inmensa de enviarnos el 
proyecto. 


SEÑOR ALONSO.- En primer lugar, quería destacar el trabajo hecho y, entendiendo que este es un 
tema sensible, espero que podamos tratarlo y que el señor Diputado Cusano baje a cada una de las 
propuestas que está formulando. 


SEÑOR CUSANO.- Una de las cosas que se buscó fue no poner esta propuesta del Código de la Niñez y 
la Adolescencia. ¿Por qué? Porque los códigos son más difíciles de "aggiornar", pues compatibilizan 
todo su articulado. Hay cosas de este proyecto de ley en las que otros países están tres años 
adelantados; que no les quepa la menor duda. Con una ley es más fácil bajar a tierra, a la realidad del 
momento con distintas modificaciones. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Sé que algunas preguntas pueden ser complejas de contestar en este 
momento; si me las hicieran a mí, probablemente pediría más tiempo, pero me parece importante 
avanzar en algunas de ellas. Dudaba hacerlas porque, como se ha dicho, vamos a tratar este tema con 
posterioridad, pero reitero que me parece importante formularlas como avance. 


Quisiera saber si el señor Diputado Cusano tiene algún comparativo acerca de las similitudes o diferencias 
que se plantean entre este proyecto y el que aprobó el Senado. Me quedó claro en algunos artículos que hay 
una diferencia filosófica en ciertos planteos, pero me gustaría conocerlas. 


La otra pregunta es si en el proyecto se elimina la tradicional diferencia de la legislación uruguaya entre 
legitimación adoptiva y la adopción simple. 


Finalmente, hay un artículo que, sinceramente, me llamó la atención. Me refiero al artículo 39, que habla de 
la nulidad de la adopción. Pone como principio general que la adopción es irrevocable y, luego, dice: "Sin 
perjuicio de ello, el adoptado, por sí o por representante, podrá pedir la nulidad de la adopción obtenida por 
medios ilícitos o fraudulentos". 


La pregunta es por qué solo puede hacerlo el adoptado y no se abre la posibilidad de que, dado de que hay un 
delito, un Fiscal o un Juez puedan proceder de oficio o, incluso, un tercero enterado de la situación. 


SEÑOR CUSANO.- La legitimación adoptiva desaparece en el artículo 38. 


Yo explico en la exposición de motivos lo siguiente: "En el proyecto de ley se trata de acortar los plazos para 
agilizar los trámites de adopción siendo un ejemplo de esto el que la legitimación adoptiva esté implícita en 
los efectos de la adopción (artículo 38)". 


SEÑOR SALSAMENDI.- El artículo 38 plantea la posibilidad de legitimación adoptiva; digamos que 
elimina la adopción simple. 


SEÑOR CUSANO.- Exactamente; está todo implícito dentro de la adopción. Por eso, el título del 
proyecto es "Adopción de niños y adolescentes” y no "Legitimación y adopción de niños y 
adolescentes". 


Puede llamar la atención una gran diferencia con el proyecto aprobado con el Senado, y es que en esta 
iniciativa se establece que no solamente el INAU tiene la potestad de llevar adelante las adopciones. Los 
organismos que hasta el día de la fecha están trabajando con esos niños y adolescentes que han sido 
adoptados en el Uruguay pueden ser habilitados a tal efecto, a través del INAU. 


En el artículo 6* están las condiciones para las acreditaciones. Se establece que quien llevará los registros y 
dará o quitará las habilitaciones es el INAUÚ, pero no es el único que va a tener dentro de su égida niños en 
calidad de adopción. Puede haber otras instituciones actualmente, hay varias en danza; no quiero mencionar a 
unas por no olvidarme de alguna que se dediquen exclusivamente a tener niños en situación de calle o a criar 
niños que pueden ser pasibles de adopción o estar en calidad de ser adoptados, y los están cuidando hoy en 
día. 


Por ello, el artículo 6* dice: "[...] La acreditación se otorgará únicamente a corporaciones o fundaciones que 
tengan entre su objeto la asistencia o protección de niños y adolescentes, demuestren competencia 
profesional e idoneidad para ejecutar programas de adopción, y sean dirigidas por personas de solvencia 
técnica.- La concesión o denegación de la acreditación se dispondrá por resolución fundada del Director 
Nacional del INAU, motivada en la concurrencia o ausencia de los requisitos legales; la suspensión o 
revocación procederá en caso de ausencia o pérdida de alguno de los requisitos indicados.- La institución a la 
cual se deniegue, suspenda o revoque la acreditación podrá interponer recurso de revocación ante el mismo 
Director, e interponer en subsidio recurso jerárquico, para ante el Poder Ejecutivo, dentro del plazo de treinta 
días corridos, a partir del día siguiente hábil de la notificación del acto administrativo a recurrir.- Dicha 
solicitud deberá presentarse acompañando los antecedentes de hecho y de derecho que la fundamenten". 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a lo planteado en el artículo 39, la pregunta es por qué solo se 
habilita a accionar la nulidad al adoptado y no a otras personas. Está claro que la nulidad tiene que 
estar basada en ilicitud, pero queríamos saber si era una decisión tuya, como autor del proyecto, o ya 
estaba redactado así. 


SEÑOR CUSANO.- El último inciso del artículo 4”, relativo a organismos habilitados, establece: "Esta 
facultad podrá ejercerse hasta que surta efectos la adopción y, con posterioridad, sólo en relación con 
el juicio de nulidad de la adopción". Es decir que el instituto acreditado y el INAU también pueden 
llevar adelante las habilitaciones de las nulidades. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar constancia de que, si bien no hemos tenido oportunidad de leer el 
proyecto de ley presentado por el señor Diputado Cusano, por lo que hemos escuchado sin querer 
adelantar opinión de si concordamos o no con alguna de las disposiciones que allí se establecen, nos 
parece, como así también lo ha manifestado el señor Presidente, un muy buen aporte para la discusión 
de una iniciativa que ya tiene media sanción del Senado; seguramente será considerado en conjunto 
con el proyecto que ha venido de la otra Cámara. Se trata de un tema muy importante y muy sentido 


para todos quienes estamos aquí y seguramente para todos los colegas del Parlamento, sobre el cual es 
tan necesario hacer modificaciones para generar no solo certezas sino también, al mismo tiempo, 
mayor celeridad y garantías en este tipo de procesos. 


Más allá de que no queremos adelantar si compartimos o no las soluciones planteadas en el proyecto, 
debemos reconocer el trabajo realizado por el señor Diputado Cusano, por la calidad con la cual se ha 
presentado y la exposición de motivos tan completa. Como bien lo decía el señor Diputado Alonso, se trata 
de una iniciativa muy completa y ambiciosa. No me parece menor destacar este tipo de aportes. Por supuesto 
que después, en el proceso de la discusión del proyecto, en conjunto con el que ya tiene media sanción del 
Senado, veremos los puntos de acuerdo a los que podemos llegar. 


Reitero, escuchamos con atención la exposición efectuada por el señor Diputado Cusano y queremos resaltar 
que su aporte es muy importante para una discusión de fondo que se va a dar en esta Comisión, como ha 
ocurrido con otros temas, para ver las modificaciones necesarias al Código de la Niñez y la Adolescencia en 
la temática de la adopción de niños y adolescentes. 


SEÑOR ORRICO.- Naturalmente, cuando alguien hace un trabajo serio, hay que reconocérselo. Y este 
es un trabajo muy serio. Además, ¡hay que hacer un proyecto de ley de más de cuarenta artículos solo, 
aunque supongo que habrá contado con asesores! Me parece que esto hay que destacarlo y agradezco 
enormemente la presencia del señor Diputado Cusano en este ámbito. 


Por otra parte, creo que, en un principio, no son tan importantes los contenidos de los proyectos sino los 
temas que encaran y que obligan a la discusión. Lo importante es que este es un tema que la sociedad 
uruguaya debate permanentemente y nosotros, que de algún modo somos sus representantes, también 
tenemos que debatirlo. 


Quiero hacer una precisión que me parece importante porque quiero tener toda la nobleza intelectual del 
mundo con todos ustedes. Yo soy un tipo que tiene mucha desconfianza en el mecanismo de las adopciones. 
Puede ser algo que esté mal o que tal vez esté bien, pero reconozco que lo siento así. He estudiado mucho 
sobre legislación internacional y demás, y sobre qué pasa en otros países. Por ejemplo, sugiero a los 
compañeros de Comisión sería interesante que lo hagan que digiten en la computadora "Guatemala adoption" 
y se les pondrán los pelos de punta. Ahí aparecen fotos de niños con sus precios. Algo totalmente descarnado. 
Yo una vez dije que cualquier abogado que haya trabajado, sabe de adopciones que no fueron tales. Puedo 
contar un caso. Vino una señora a decirme: "Murió mi padre. Vamos a abrir la sucesión". Yo le pregunté: 
"¿Usted es la única hija?". Y me dijo: "Sí. Mi padre quedó viudo y cuando se casó de vuelta adoptó". Pero 
cuando fui a ver la documentación, esta decía: "Hijo legítimo de Fulano y Mengano". Quienes hemos 
ejercido hemos tenido muchos casos de estos. 


Quería volcar acá la siguiente reflexión. Hay un dificilísimo equilibrio entre los derechos del niño o del 
adolescente, entre los que quieren adoptar y perdonen la crudeza el negocio. Yo deseo plantear esto en los 
siguientes términos, y disculpen pero realmente es un tema que me afecta mucho y que siento mucho. Una 
ley excesivamente garantista y rigurosa, en los hechos termina siendo una ley que de algún modo desanima 
las adopciones y, por otra parte, crea el efecto inverso al que debería crear, que es abrir el mercado negro. Es 
muy duro hablar de mercado cuando nos referimos a estas cosas, pero es algo que existe. No solo pueden 
digitar "Guatemala adoption", sino que cuando se miran los datos que vienen de los países de la ex Unión 
Soviética, ¡es brutal! Están las fotos con los precios y cuánto se demora en hacer el trámite. Pueden meterse 
en esas páginas; creo que es una experiencia interesante. Por eso digo que tiene que haber un delicadísimo 
equilibrio entre una ley que no prohíba demasiado y fomente el mercado negro, y otra que permita demasiado 
y también genere el mercado negro. Creo que el señor Diputado Cusano cita a Vietnam, donde aparentemente 
en quince días está todo pronto. Bueno, eso fomenta tremendamente la compra porque entonces aparecen 
organizaciones internacionales. No es ningún secreto. En esto no hay que ir a hablar con ninguna mafia. Los 
datos están y todos los tenemos en nuestra computadora. Basta digitar: "Adopción", después van a los países 
y allí se van a mostrar a los niños y a las niñas como si fueran ganado. 


Nuevamente agradezco que el señor Diputado Cusano haya concurrido a la Comisión; me parece muy serio 
su trabajo. Honestamente, no estoy de acuerdo con algunas cosas que leí, pero para eso estamos aquí. 


Les pido a todos que meditemos hasta dónde a veces por facilitar demasiado no creamos un mercado negro y 
por impedir demasiado también lo creamos, sobre todo en un país como Uruguay donde hoy sus indicadores 
señalan que tiene un núcleo de población que con mucha facilidad puede pasar a la compraventa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que nosotros vamos a seguir con la discusión de este tema. 
Obviamente, el señor Diputado Cusano será convocado de nuevo y, además, tiene la libertad de 
concurrir cuando este tema esté en tratamiento de la Comisión. 


SEÑOR CUSANO.- Simplemente, voy a hacer un comentario. 


Si se me permite la expresión, como dijo recién el Diputado Orrico, este es un tema para hablar y 
perdónenme las mujeres a calzón quitado. Esto tiene que ser descarnado, cruel, porque es un tema cruel, 
porque ese mercado negro existe en las personas que están inscriptas y van y les ofrecen al mejor postor. Es 
muy difícil de demostrar, por eso las penas. 


Yo no sé si será muy reglamentarista pero este es un proyecto elaborado con el corazón, porque uno pasó, 
sufrió y puedo garantizar que, muchas veces una de las maneras de controlarlo es frenarlo en seco, poner un 


muro y castigar, y que se respete lo establecido en la ley porque si no es imposible. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


